
El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.

El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la Secretaría de esta Sala.
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66001-22-13-000-2017-01291-00
Accionante: 

Javier Elías Arias Idárraga
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Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público; Cristian Vásquez Arias; Bancolombia sucursal Medellín; Personería Municipal de Medellín; Defensoría del Pueblo de Antioquía; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Paulo César Lizcano.
Magistrado Ponente: 
JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

Temas: 


DEBIDO PROCESO / TUTELA CONTRA PROVIDENCIA JUDICIAL / NO ES PARTE / IMPROCEDENTE -. Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, nunca pudo serle vulnerado al  accionante, por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente con legitimación en el proceso en el que se reprocha la posición del juez, como quiera que la demanda fue promovida por Cristian Vásquez Arias y ninguna petición formal de que sea tenido en cuenta como coadyuvante ha elevado. 

Es decir que respecto del mismo, la denuncia constitucional, no puede tener eco alguno, por cuanto, en nada puede verse afectado con lo que se resolvió en su momento por parte de la funcionaria demandada. En síntesis, carece de legitimación que le permita, por este medio, dejar sin efecto cualquier pronunciamiento del juzgado.
(…)
Esta sola circunstancia, por tanto, torna improcedente el reclamo. Pero, no sobra agregar, que tampoco, si es que ello es así, ha requerido a elevado solicitud alguna al Juzgado  para que proceda en la forma que ahora reclama, esto es, que le dé trámite a las peticiones que ha enviado al correo institucional del despacho, lo que, afianza la improcedencia anunciada.
  



TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL 

          SALA DE DECISIÓN CIVIL FAMILIA 

Magistrado: Jaime Alberto Saraza Naranjo

Pereira, diciembre once de dos mil diecisiete
Expediente: 66001-22-13-000-2017-01291-00

                                       
Acta N° 648 de diciembre 11 de 2017
Decide la Sala la acción de tutela de la referencia, promovida por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, a la que fueron vinculados el agente del Ministerio Público; Cristian Vásquez Arias; Bancolombia sucursal Medellín; Personería Municipal de Medellín; Defensoría del Pueblo de Antioquía; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Paulo César Lizcano.
ANTECEDENTES

Javier Elías Arias Idárraga, promueve acción de tutela contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal, en la que aduce la violación de los derechos que cita como “art. 13, 83 CN, debido proceso, garantías procesales, Carta Iberoamericana de Usuario de Justicia”, cuya protección depreca. 

Expuso que actúa en la acción popular No “2016-592”,  que se adelanta en el despacho accionado; la funcionaria imprimió un recurso enviado al correo electrónico institucional por el allí actor popular, Cristian Vásquez, pero se niega a realizar igual gestión con los recursos enviados por él.
Pide que se ordene a la parte demandada  imprimir y dar trámite a los recursos que envía a la respectiva acción popular y a todas las que allí se adelantan. 
Se dispuso el trámite respectivo y la vinculación del agente del Ministerio Público; Cristian Vásquez Arias; Bancolombia sucursal Medellín; Personería Municipal de Medellín; Defensoría del Pueblo de Antioquía; Defensoría del Pueblo Regional Risaralda; Personería Municipal de Santa Rosa de Cabal y Paulo César Lizcano.
El Procurador Regional dio cuenta de que su intervención está orientada a verificar, como ente de control, la defensa de los derechos e intereses colectivos.

El juzgado informó sobre lo acaecido dentro del trámite que se sigue en relación con la respectiva demanda popular y precisó que el aquí accionante no ha sido reconocido como interviniente dentro del asunto, ni ha elevado petición a correo electrónico, lo que ni siquiera demostró. 

CONSIDERACIONES

La acción de tutela fue concebida como un mecanismo ágil y expedito, que le permite a toda persona reclamar ante los jueces, en todo momento y lugar, la protección de sus derechos fundamentales, cuando quiera que ellos resulten violados o amenazados por la acción o la omisión de una autoridad pública y, en determinados casos, por particulares.

  



En el caso presente, se acude en procura de la protección de los derechos fundamentales arriba señalados, bajo la premisa de que no son atendidos los recursos que ha interpuesto dentro de la citada acción popular, como sí ocurre con Cristian Vásquez.
Reiteradamente se ha dicho que a pesar de la inexequibilidad de las normas que en el Decreto 2591 de 1991 preveían la acción de tutela contra providencias judiciales
, tal mecanismo se abre paso en aquellos eventos en los que se incurra en una vía de hecho, o como se denominan ahora, criterios de procedibilidad de la acción de tutela contra decisiones de los jueces, en que solo cabe un amparo de esta naturaleza en la medida en que concurra alguna de las causales generales o específicas, delineadas por la Corte Constitucional en múltiples ocasiones. Sobre ellas, en la sentencia SU-573 de 2017, aludiendo a la C-590 de 2005, reiteró sobre el particular que las primeras obedecen a que (i) el asunto tenga relevancia constitucional; (ii) que se hayan agotado los recursos judiciales ordinarios y extraordinarios; (iii) que se cumpla el requisito de la inmediatez; (iv) que la irregularidad procesal tenga incidencia en la decisión de fondo; (v) que los hechos hayan sido cuestionados dentro del proceso; y (vi) que el fallo censurado no sea de tutela. Adicionalmente, se ha señalado
 que la legitimación en la causa para promover la acción, también guarda relación con la procedibilidad de la misma. Y en cuanto a las segundas, es decir, las causales específicas, se compendian en los defectos (i) orgánico, (ii) procedimental , (iii) fáctico, y (iv) sustantivo; así como en (v) el error inducido, (vi) la decisión sin motivación; (vii) el desconocimiento de precedentes y (viii) la violación directa de la Constitución.     
  



Perfilando el asunto en lo que corresponde a los criterios generales, salta a la vista que el derecho al debido proceso, que daría relevancia constitucional a la cuestión, nunca pudo serle vulnerado al  accionante, por la sencilla razón de que no es parte, ni interviniente con legitimación en el proceso en el que se reprocha la posición del juez, como quiera que la demanda fue promovida por Cristian Vásquez Arias y ninguna petición formal de que sea tenido en cuenta como coadyuvante ha elevado. 





Es decir que respecto del mismo, la denuncia constitucional, no puede tener eco alguno, por cuanto, en nada puede verse afectado con lo que se resolvió en su momento por parte de la funcionaria demandada. En síntesis, carece de legitimación que le permita, por este medio, dejar sin efecto cualquier pronunciamiento del juzgado. 

  



Sobre el particular ha dicho la Corte Constitucional: 

“ … Estima la Sala que para considerar que una providencia judicial ha vulnerado un derecho fundamental, es necesario que se demuestre que la autoridad judicial ha actuado de forma tal, que no permitió a los afectados con su decisión, hacerse parte dentro del proceso, o que una vez en éste, incurrió en algunas de las causales previstas para que la acción de tutela proceda contra providencias judiciales. Una persona que no ha intervenido dentro de un proceso judicial, y que no actúa como agente oficioso o como apoderado de quien sí lo ha hecho, no podría alegar una vulneración de sus derechos fundamentales como consecuencia de la decisión tomada por la autoridad judicial…”
. 
 



Y de más reciente calenda, en causa similar, indicó la Sala de Casación Civil de la Corte Suprema de Justicia 
: 
    

Ahora, corresponde a la Corte determinar, inicialmente, si el memorialista está facultado para interponer la tutela y, de superarse lo anterior, si el juzgado cuestionado vulneró las prerrogativas esenciales aducidas al rechazar por falta de competencia territorial la demanda popular que refiere.

    

Lo anterior por cuanto más allá de la especial naturaleza del resguardo constitucional, resulta claro que al mismo no le son ajenos algunos de los presupuestos básicos de ciertos actos procesales, tal cual es el caso de la legitimación en la causa, ya sea por activa o por pasiva. En lo que a la primera modalidad refiere, el artículo 10 del Decreto 2591 de 1991, prevé que «podrá ser ejercida, en todo momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos fundamentales, quien actuará por sí misma o a través de representante. Los poderes se presumirán auténticos. También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en condiciones de promover su propia defensa. Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse en la solicitud».

   

Sobre el alcance jurídico de la disposición legal en cita, la jurisprudencia constitucional sostiene que: «la legitimación por activa en la acción de tutela se refiere al titular de los derechos fundamentales presuntamente vulnerados o amenazados. Sin embargo, tanto las normas como la jurisprudencia, consideran válidas tres vías procesales adicionales para la interposición de la acción de tutela: (i) a través del representante legal del titular de los derechos fundamentales presuntamente conculcados (menores de edad, incapaces absolutos, interdictos y personas jurídicas); (ii) por intermedio de apoderado judicial (abogado titulado con poder o mandato expreso); y, (iii) por medio de agente oficioso» (CC T-878/07).

  


3. De acuerdo con ello y revisado el trámite surtido se establece que el peticionario no está facultado para interponer la presente tutela, ya que no fue quien promovió la acción popular y mucho menos participó en el proceso siquiera como coadyuvante. 

 

Esta Sala ha expuesto sobre el particular que:

 


«(…) la persona habilitada constitucionalmente para promover la acción de tutela es aquella a la que se le violan o amenazan sus derechos fundamentales. El profesional del derecho que la auspicia dentro del trámite de un determinado proceso es un simple apoderado judicial y, en ningún momento, resulta afectado en tales derechos cuando los funcionarios judiciales incurren en vías de hecho al hacer pronunciamientos en el curso de la instrucción y fallo del mismo. (…). El principio de la informalidad que impera en el trámite de la acción de tutela, no llega hasta el aspecto proclamado por el impugnante, sin fundamento alguno, de pretender que puede actuar directamente en una tutela originada en supuestas vías de hecho cometidas en un proceso tramitado por los jueces ordinarios, como si a él se le violaran los derechos fundamentales y no a su poderdante» (CSJ STC, 29 sep. 2003, exp. 00245-01, reiterada en STC3125 de mar. 8 2017).

  


 
Esta sola circunstancia, por tanto, torna improcedente el reclamo. Pero, no sobra agregar, que tampoco, si es que ello es así, ha requerido a elevado solicitud alguna al Juzgado  para que proceda en la forma que ahora reclama, esto es, que le dé trámite a las peticiones que ha enviado al correo institucional del despacho, lo que, afianza la improcedencia anunciada.




Se absolverá a los demás citados por no hallar de su parte trasgresión alguna respecto de los derechos que se reclaman. 
DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil Familia del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la Ley, se DECLARA IMPROCEDENTE el amparo impetrado por Javier Elías Arias Idárraga contra el Juzgado Civil del Circuito de Santa Rosa de Cabal.
Se absuelve a los demás sujetos intervinientes.

Notifíquese la decisión a las partes en la forma prevista en el artículo 5º del Decreto 306 de 1992, y si no es impugnada remítase a la Corte Constitucional para su eventual revisión.

A su regreso, archívese el expediente.
Los Magistrados,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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